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1. PRESENTACIÓN

La Ley Orgánica de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de
Justicia (con entrada en vigor diferida a los tres meses de su publicación en el BOE)
viene cargada de reformas: algunas de ellas, incluso, estructurales como el «nuevo
modelo organizativo» de la Justicia, que provoca una auténtica transformación orgá-
nica de la planta judicial territorial.

A lo largo del articulado de la nueva legislación, se afrontan reformas impac-
tantes de la Justicia como servicio público, tanto en su versión tradicional (la juris-
diccional) como conforme a una vertiente renovadora (la extrajurisdiccional con la
esperada implementación de los nuevos medios adecuados de resolución de con-
troversias). Asimismo, la nueva legislación ofrece un abordaje procedimental (con
cambios tan trascendentales como la celebración —o no— de vistas bajo exclusiva
decisión judicial, la posibilidad de dictar sentencias orales o la misma unificación
de la casación amparada en el interés casacional) en todos los órdenes de nuestra
única Jurisdicción: civil, penal, contencioso-administrativo y laboral.

En este Decálogo procesal de urgencia, se avanzan (sin perjuicio del análisis más
sosegado que ofreceremos en breve a cargo de un buen número de académicos y
profesionales) las diez grandes claves de la reforma operada por dicha norma en los
cuerpos legislativos esenciales —primero, de la estructura orgánica del Poder Judi-
cial y ya después, de los procesos, expedientes y procedimientos vigentes en los
distintos órdenes de la Jurisdicción—: las cuatro primeras claves afectan a la Ley
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial y a la Ley 38/1988, de 28 de
diciembre, de Demarcación y de Planta Judicial; la quinta, a la Ley 1/2000, de 7 de
enero, de Enjuiciamiento Civil; la sexta, a la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Juris-
dicción Voluntaria; la séptima, a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, aprobada por
el Real Decreto de 14 de septiembre de 1882; la octava, a la Ley 29/1998, de 13 de
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa; la novena, a la Ley
36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social; y al fin, la décima,
a la Administración judicial electrónica.
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2.

3.

PRIMERA CLAVE: NUEVO MODELO ORGANIZATIVO TERRITORIAL DEL
PODER JUDICIAL

La organización territorial clásica —asentada desde hace más de 35 años por
obra de la (ahora modificada) Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial—
se estructuraba, a efectos judiciales, en municipios, partidos, provincias y comu-
nidades autónomas: Estas cuatro unidades territoriales permitían definir, con sufi-
ciencia, todos los ámbitos de actuación de la potestad jurisdiccional. La planta que-
daba —hasta este momento (salvedad hecha de los órganos cuya potestad se exten-
día a todo el territorio nacional)— establecida en los siguientes Juzgados y
Tribunales: (i) Tribunales Superiores de Justicia; (ii) Audiencias Provinciales; (iii) de
Primera Instancia e Instrucción; (iv) Juzgados de Vigilancia Penitenciaria y de Meno-
res; (v) Juzgados de lo Contencioso— Administrativo; (vi) Juzgados de lo Social; y
(vii) Juzgados de Paz.

La nueva legislación implanta —por variados motivos (que se analizarán en
nuestro próximo Decálogo procesal de urgencia)— los Tribunales de instancia y las
Oficinas de Justicia en los municipios, de suerte que el nuevo modelo organizativo
territorial del Poder Judicial será el siguiente:

(i) Tribunal Supremo.
(ii) Audiencia Nacional.
(iii) Tribunal Central de Instancia.
(iv) Tribunales Superiores de Justicia.
(v) Audiencias Provinciales.
(vi) Tribunales de instancia.
(vii) Jueces y Juezas de Paz.

SEGUNDA CLAVE: CREACIÓN DE LOS TRIBUNALES DE INSTANCIA Y EL
TRIBUNAL CENTRAL DE INSTANCIA

Atrás quedan los Juzgados unipersonales —cuya multiplicación de órganos con
idéntica competencia (sin paralela intervención en su organización) venía resul-
tando infructuosa (al menos por contraste a la inversión realizada)— y se estrenan
los novedosos Tribunales de instancia asistidos por una única organización que le
dará soporte: la Oficina judicial.

Se prevé la existencia de un Tribunal de Instancia en cada partido judicial con
una estructura mínima consistente en una Sección Única, de Civil y de Instruc-
ción. En los supuestos previstos en la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demar-
cación y de Planta Judicial, el Tribunal de Instancia se integrará —sin embargo—
por una Sección Civil y otra Sección de Instrucción.

Estos Tribunales de Instancia podrán estar conformados —a su vez— por las
siguientes Secciones:

(i) De Familia, Infancia y Capacidad.

Decálogo procesal de urgencia: claves de la reforma de la Ley Orgánica de ...
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(ii) De lo Mercantil.
(iii) De Violencia sobre la Mujer.
(iv) De Violencia contra la Infancia y la Adolescencia.
(v) De lo Penal.
(vi) De Menores.
(vii) De Vigilancia Penitenciaria.
(viii) De lo Contencioso-Administrativo.
(ix) De lo Social.

Además de la creación de estas Secciones especializadas, se mantiene la posi-
bilidad de que en cualquiera de las Secciones de los Tribunales de Instancia se
especialicen también algunas plazas para el conocimiento de determinadas clases
de asuntos o las ejecuciones propias del orden jurisdiccional de que se trate.

Los Tribunales de Instancia estarán profesionalmente integrados por:

(i) La Presidencia del Tribunal de Instancia.
(ii) Los jueces, las juezas, los magistrados y las magistradas que desarrollen

su actividad jurisdiccional en los mismos.
(iii) La Presidencia de Sección cuando en la misma existan ocho o más plazas

judiciales, siempre que en el Tribunal de Instancia hubiere dos o más Secciones
y el número total de plazas judiciales del Tribunal sea igual o superior a doce.

La constitución cronológica de estos Tribunales de Instancia se realizará de
manera escalonada conforme al siguiente orden temporal:

(i) El día 1 de julio de 2025: los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción
y los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, en aquellos partidos judiciales donde
no exista otro tipo de Juzgados, se transformarán, respectivamente, en Secciones
Civiles y de Instrucción Únicas y Secciones de Violencia sobre la Mujer.

(ii) El día 1 de octubre de 2025: los Juzgados de Primera Instancia, los Juz-
gados de Instrucción y los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, en los partidos
judiciales donde no exista otro tipo de Juzgados, se transformarán, respectiva-
mente, en Secciones Civiles, Secciones de Instrucción y Secciones de Violencia
sobre la Mujer.

(iii) El día 31 de diciembre de 2025: los restantes Juzgados, no comprendidos
en los supuestos anteriores, se transformarán en las respectivas Secciones con-
forme a lo previsto en la Ley recién estrenada.

Se regula, asimismo: la Junta de Jueces y Juezas del Tribunal de Instancia y la
Junta de Jueces y Juezas de Sección, con todos los pormenores relativos a su cons-
titución y ámbito de actuación. Como complemento de lo anterior, se prevé la posi-
bilidad (con el loable objetivo de procurar la igualdad de aplicación e interpretación
legal) de que esta Junta de Jueces y Juezas de Sección del Tribunal de Instancia se
reúna para el examen y valoración de criterios cuando los jueces, las juezas, los
magistrados y las magistradas que la integren sostuvieren en sus resoluciones diver-

Guía para la aplicación práctica de la LO 1/2025: medidas de eficiencia procesal
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4.

sidad de criterios interpretativos en la aplicación de la ley en asuntos sustancial-
mente iguales.

Como relevante novedad que refuerza la transparencia judicial, se introduce la
publicidad de las normas predeterminadas por las que se rija el reparto de asuntos
entre los jueces, las juezas, los magistrados y las magistradas de los Tribunales de
Instancia.

Por último, se crea un Tribunal Central de Instancia, con sede en Madrid y
jurisdicción en todo el territorio nacional, que contará con las siguientes Secciones:

(i) Sección de Instrucción.
(ii) Sección de lo Penal.
(iii) Sección de Menores.
(iv) Sección de Vigilancia Penitenciaria.
(v) Sección de lo Contencioso-Administrativo.

El día 31 de diciembre de 2025, el Tribunal Central de Instancia se constituirá a
través de la trasformación de los actuales Juzgados Centrales en las Secciones del
Tribunal Central de Instancia que se correspondan con las materias de las que aque-
llos estén conociendo. Los jueces, juezas, magistrados y magistradas de dichos Juz-
gados Centrales pasarán a ocupar la plaza en la Sección respectiva con la misma
numeración cardinal del Juzgado de procedencia y seguirán conociendo de todos
los asuntos que tuvieran atribuidos en el mismo.

TERCERA CLAVE: CONSTITUCIÓN DE LAS OFICINAS DE JUSTICIA EN
LOS MUNICIPIOS

Se provoca una razonable evolución de los clásicos Juzgados de Paz hacia la
implantación de la Oficina de Justicia en el municipio, cuya estructura administra-
tiva que se nutre, precisamente, de las anteriores secretarías de los Juzgados de Paz.

Las Oficinas de Justicia de los municipios quedan configuradas como unidades
no integradas en la Oficina judicial del partido judicial y se constituyen en el ámbito
de la organización de la Administración de Justicia para la prestación de servicios a
la ciudadanía de los respectivos municipios. Además, se regulan los aspectos rela-
tivos a su dotación, la gestión de sus instalaciones, los medios instrumentales y
aquellos otros que devengan necesarios para el desarrollo de sus funciones.

Estas nuevas Oficinas no sólo tendrán por cometido el mantenimiento de los
actuales servicios, sino que se ampliarán con el establecimiento de un catálogo de
gestiones dentro de la Administración de Justicia que redundará en su cercanía a
todos los municipios.

Los servicios que se prestarán desde estas Oficinas de Justicia en los municipios
gozarán una amplitud muy superior a los desarrollados en la actualidad por los Juz-
gados de Paz: además de asumir, como hasta el momento, la práctica de los actos
de comunicación procesal que deban entenderse con quienes residan en el muni-
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5.

6.

cipio, prestarán, entre otros, servicios de colaboración con el Registro Civil y con
las unidades de medios adecuados de solución de controversias y de gestión de
solicitudes de la ciudadanía relacionadas con la Administración de Justicia.

En la fecha de constitución prevista para cada Tribunal de Instancia (que puede
verse en la clave anterior), los Juzgados de Paz se transformarán en Oficinas de
Justicia en los municipios. A su vez: cuando estuvieren constituidas agrupaciones
de secretarías de juzgados de paz, estas se transformarán en las agrupaciones de
Oficinas de Justicia en los municipios.

CUARTA CLAVE: REDEFINICIÓN DE LA OFICINA JUDICIAL

La nueva Ley redefine la Oficina judicial: así, su actividad se desarrollará a través
de los servicios comunes, que comprenderán los servicios comunes de tramitación
y, en su caso, aquellos otros servicios comunes que se determine. Se afronta una
regulación general de los servicios comunes, de su ámbito de actuación, de las bases
de la organización interna de estos servicios comunes y de las funciones de coor-
dinación que deben asumirse por parte de las personas que ejerzan la dirección del
servicio común de tramitación y de los demás servicios comunes que puedan existir
en la Oficina judicial.

Estos servicios comunes estarán dirigidos por un/a letrado/a de la Administración
de Justicia a quien la Ley atribuye la dirección técnico-procesal y coordinación de
la/os letrada/os que la integran. A fin de flexibilizar su funcionalidad y adaptación a
cada órgano judicial, los servicios comunes podrán subdividirse en áreas y equipos
para facilitar el ejercicio de la función jurisdiccional. De forma conjunta a los ser-
vicios comunes de tramitación que prestarán apoyo a los órganos judiciales, se
mantiene la regulación de los servicios comunes procesales, que también se podrán
subdividir en áreas, si bien en estos servicios no realizarán funciones de ordenación
del procedimiento. Asimismo, y siempre dentro de las funciones asignadas a los
servicios comunes distintos de la propia tramitación, se adicionan las relativas a la
prestación de auxilio judicial en el marco de la cooperación jurídica internacional,
de apoyo y de ordenación de procesos de ejecución.

Asimismo, se permite atribuir a las «unidades administrativas» funciones para
prestación de servicios de medios adecuados de solución de controversias y se con-
templa la posible integración en estas, en los términos que se prevén, de la/os letrada/
os de la Administración de Justicia.

La implantación de la Oficina judicial será simultánea a la de los Tribunales de
Instancia, cuya cronología puede consultarse en la segunda clave.

QUINTA CLAVE: MEDIDAS DE AGILIZACIÓN PROCESAL INTRODUCI-
DAS EN LA LEY 1/2000, DE 7 DE ENERO, DE ENJUICIAMIENTO CIVIL

La 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil ha sido objeto, antes de la
aprobación de esta Ley, de otras dos potentes (y recientes) reformas: de un lado,

Guía para la aplicación práctica de la LO 1/2025: medidas de eficiencia procesal

55



6.1.

mediante Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, por el que se adoptan y prorrogan
medidas tales como la instauración de una nueva casación civil, acompasada de
algunas revisiones en los restantes órdenes de nuestra única Jurisdicción (para un
análisis detallado, se remite al/a la lector/a a la obra: «La casación Civil», Coordi-
nadores: Sonia Calaza López y José Ramón García Vicente, Ed. IIILALEY, ISBN
978-84-1990-516-1, Madrid, 2023, 1024 páginas); y de otro, mediante el Real
Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes
para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia en materia
de servicio público de justicia, función pública, régimen local y mecenazgo, con la
reformulación del juicio verbal (amplificación cuantitativa/cualitativa y coherente
inserción, en los procesos inmobiliarios, de la nueva legislación de vivienda: Para
su detallado análisis, se invita a analizar la obra monográfica: «La vivienda física &
digital de Familia: Claves civiles y procesales», dirigido por Sonia Calaza López y
Fátima Yáñez Vivero, IIILALEY-DERECHO DE FAMILIA n.o 41, ISSN-e 2341-0566,
marzo 2024), la implementación del procedimiento testigo civil (para su estudio,
se recomienda revisar la obra: «El nuevo procedimiento testigo y extensión de efec-
tos», Dir. Sonia Calaza López y Mercedes de Prada Rodríguez, Ed. Aranzadi LA LEY,
ISBN versión impresa: 978-84-19905-48-2 e ISBN versión electrónica:
978-84-19905-49-9, Madrid, 2024, 631 pp.) y la recreación de la apelación (se
sugiere, en este punto, la lectura de nuestra obra: «El recurso de apelación civil:
Fundamentos, claves y análisis crítico de la reforma», Dirección Sonia Calaza López
e Ixusko Ordeñana Gezuraga, Ed. Aranzadi LA LEY, ISBN versión impresa:
978-84-10292-06-2; ISBN versión electrónica: 978-84-10292-07-9, Madrid, 2024,
1046 pp.).

En su consecuencia, las grandes reformas de la Justicia civil de esta legislatura
ya habían sido objeto de (muy reciente) reforma; razón por la que la Ley Orgánica
de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia impacta ahora
(de forma mucho más modesta respecto de su continente expresivo, pero, como se
verá, con un contenido bastante invasivo) en los siguientes ejes nuestro ecosistema
procesal civil.

Nuevo presupuesto de procedibilidad: Medios Adecuados de Solución de
Controversias en vía no jurisdiccional (MASC)

La nueva legislación incorpora un anhelo legislativo que viene de atrás por haber
quedado, en su día, frustrado ante la inesperada convocatoria (anticipada) de elec-
ciones: la incorporación de la Justicia extrajudicial (Templo de la concordia) —en
pie de igualdad con la (consagrada) versión judicial— al nuevo concepto de servicio
público Justicia.

La incorporación de los denominados Medios Adecuados de Solución de Con-
troversias en vía no jurisdiccional (en adelante: MASC) es —seguramente— el eje
más agresivo de esta reforma por cuanto desvirtúa la naturaleza originariamente
«voluntaria» de la Justicia extrajudicial (a la que tantos apellidos, todos ellos espe-
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ranzadores, se le llevan otorgado: colaborativa, deliberativa, terapéutica, amistosa,
restaurativa, diversificada, poliédrica, desjudicializada, externalizada, multipuertas,
etc.) para convertirla en un (auténtico) presupuesto de procedibilidad o (implacable)
condicionante de acceso a la Justicia (ahora contenciosa) civil dispositiva.

Los MASC estarán, por tanto, asentados sobre el resto de los principios (pero ya
no sobre la «voluntariedad» de acceso) vertebradores de la denominada «cultura de
la Paz» (con una novedad final): la buena fe, la negociación sobre intereses, la
transparencia, la confidencialidad, el trabajo en equipo —entre las partes, sus abo-
gada/os y las terceras personas expertas neutrales que pudieran, en su caso, partici-
par— y la renuncia a tribunales por parte de los y las profesionales de la abogacía
que hayan intervenido en el proceso, caso de no conseguir una solución, total o
parcial, de la controversia. Este último principio (incorporado en el preámbulo y en
el texto de la norma con reflejo tan sólo respecto del denominado «proceso cola-
borativo») es una novedad que plantea una gran incógnita: ¿realmente el/la Abo-
gado/a que participa en el trayecto del mecanismo extrajudicial consistente en el
referido «proceso colaborativo» queda automáticamente excluido del ulterior pro-
ceso contencioso y no sucede lo mismo con el resto de medios adecuados de reso-
lución de controversias en vía no jurisdiccional (todos ellos, en verdad, de idéntica
naturaleza colaborativa)?

Más allá de esta incógnita —a la que habremos de dar inmediata respuesta— los
grandes ejes de esta clave de la reforma (los MASC) son los siguientes:

(i) El ámbito de aplicación general de los MASC en el marco de la Jurisdic-
ción queda circunscrito a las pretensiones (dispositivas) civiles y mercantiles,
incluidas las transfronterizas.

Por tanto, quedan excluidas, de dicho ámbito objetivo, las siguientes mate-
rias: (i.1) laboral; (i.2) penal; (i.3) concursal; y (i.4) aquellos en los que una de
las partes sea una entidad perteneciente al sector público.

(ii) El ámbito de aplicación (específico) de los MASC en el marco de la
Jurisdicción civil.

Dado que ni toda la Jurisdicción civil (comprensiva de la mercantil) es
dispositiva; ni toda la «supuestamente» dispositiva: resulta claro que lo sea,
a todas luces, para el pleno de la comunidad jurídica (tanto doctrinal, como
jurisprudencial y por supuesto, profesional): la nueva legislación enumera
—ya en el marco de la Jurisdicción civil— las materias expresamente exclui-
das de los MASC, que son las siguientes: (ii.1) la tutela judicial civil de dere-
chos fundamentales; (ii.2) la adopción de las medidas previstas en el artículo
158 del Código Civil; (ii.3) la adopción de medidas judiciales de apoyo a las
personas con discapacidad; (ii.4) la filiación, paternidad y maternidad; (ii.5)
la tutela sumaria de la tenencia o de la posesión de una cosa o derecho por
quien haya sido despojado de ellas o perturbado en su disfrute; (ii.6) la pre-
tensión de que el tribunal resuelva, con carácter sumario, la demolición o
derribo de obra, edificio, árbol, columna o cualquier otro objeto análogo en
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estado de ruina y que amenace causar daños a quien demande; (ii.7) el
ingreso de menores con problemas de conducta en centros de protección
específicos, la entrada en domicilios y restantes lugares para la ejecución
forzosa de medidas de protección de menores; (ii.8) o la restitución o retorno
de menores en los supuestos de sustracción internacional; (ii.9) el juicio
cambiario; (ii.10) la demanda ejecutiva; (ii.11) la solicitud de medidas cau-
telares previas a la demanda; (ii.12) la solicitud de diligencias preliminares;
(ii.13) la iniciación de expedientes de jurisdicción voluntaria, con excepción
de los expedientes de intervención judicial en los casos de desacuerdo con-
yugal y en la administración de bienes gananciales, así como de los de inter-
vención judicial en caso de desacuerdo en el ejercicio de la patria potestad;
(ii.14) la petición de requerimiento europeo de pago conforme al Regla-
mento (CE) n.o 1896/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de
diciembre de 2006, por el que se establece un proceso monitorio europeo
o solicitar el inicio de un proceso europeo de escasa cuantía, conforme al
Reglamento (CE) n.o 861/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11
de julio de 2007, por el que se establece un proceso europeo de escasa
cuantía.

(iii) Requisito de procedibilidad: en el orden jurisdiccional civil (y dentro de
las materias dispositivas recién señaladas), con carácter general, para que sea
admisible la demanda se considerará requisito de procedibilidad acudir previa-
mente a algún medio adecuado de solución de controversias; a saber: media-
ción, conciliación, opinión neutral de una persona experta independiente, oferta
vinculante confidencial o cualquier otro tipo de actividad negociadora, recono-
cida en esta u otras leyes, estatales o autonómicas.

Se considerará, asimismo, cumplido el referido requisito de procedibilidad
cuando la actividad negociadora se desarrolle directamente por las partes, o
entre sus abogados o abogadas bajo sus directrices y con su conformidad, así
como en los supuestos en que las partes hayan recurrido a un proceso de Dere-
cho colaborativo.

(iv) Preceptiva intervención letrada en el exclusivo MASC consistente en
una oferta vinculante (por objeto litigioso superior a 2000 euros).

Sin perjuicio de que las partes podrán acudir a cualquiera de los MASC asis-
tidas de abogado: únicamente será preceptiva la asistencia letrada a las partes
cuando se utilice como MASC la formulación de una oferta vinculante, excepto
cuando la cuantía del asunto controvertido no supere los dos mil euros o bien
cuando una ley sectorial no exija la intervención de letrado/a para la realización
o aceptación de la oferta.

(v) Heterogeneidad de MASC: Diferentes modalidades de negociación pre-
via a la vía jurisdiccional.

En este momento se prevén (sin perjuicio de las nuevas y creativas fórmulas que
lleguen a regularse en el futuro), los siguientes MASC:
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(v.1). La mediación regulada en la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación
en asuntos civiles y mercantiles, y, en su caso, por la legislación autonómica
que resulte de aplicación.

(v.2) La conciliación ante notario/a, que se regirá por lo dispuesto en el
Capítulo VII del Título VII de la Ley del Notariado, de 28 de mayo de 1862.

(v.3) La conciliación ante el registrador/a, que se regirá por lo dispuesto en
el Título IV bis de la Ley Hipotecaria.

(v.4) La conciliación ante el letrado/a de la Administración de Justicia, que
se regirá por lo establecido en el Título IX de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de
la Jurisdicción Voluntaria.

(v.5) La conciliación ante el juez/a de paz, que se regirá por lo establecido
en el artículo 47 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil y por
el Título IX de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria.

(v.6) La conciliación privada: Toda persona física o jurídica que se proponga
ejercitar las acciones legales que le corresponden en defensa de un derecho,
puede requerir a una persona con conocimientos técnicos o jurídicos relacio-
nados con la materia de que se trate, para que gestione una actividad negocia-
dora tendente a alcanzar un acuerdo conciliatorio con la parte a la que se pre-
tenda demandar.

(v.7) La oferta vinculante confidencial: Cualquier persona que, con ánimo
de dar solución a una controversia, formule una oferta vinculante confidencial
a la otra parte, queda obligada a cumplir la obligación que asume, una vez que
la parte a la que va dirigida la acepta expresamente. Dicha aceptación tendrá
carácter irrevocable.

(v.8) La opinión de persona experta independiente: Las partes, con objeto
de resolver una controversia, podrán designar de mutuo acuerdo a una persona
experta independiente para que emita una opinión no vinculante respecto a la
materia objeto de conflicto. Las partes estarán obligadas a entregar a la persona
experta toda la información y pruebas de que dispongan sobre el objeto con-
trovertido.

(v.9) El proceso de Derecho colaborativo: Las partes podrán acudir a un
proceso de Derecho colaborativo, por el que, acompañadas y asesoradas cada
una de ellas por una o un profesional de la abogacía ejerciente y con colegiación
en un Colegio de la Abogacía, acreditado en Derecho colaborativo, y con la
intervención, en su caso, de terceras personas neutrales expertas en las diferentes
materias sobre las que verse la controversia o facilitadoras de la comunicación,
buscaran la solución consensuada, total o parcial, a su controversia.

Para un estudio detallado de (todos y cada uno de) estos MASC, se remite al/ a
la lector/a a la obra: «Medios adecuados de solución de controversias. Eficiencia
procesal de las personas físicas y jurídicas», bajo la dirección de Sonia Calaza López,
Ixusko Ordeñana Gezuraga y Verónica López Yagües, Ed. IIILa Ley, ISNB
978-84-19905-23-9, Madrid, 2023, 1136 pp.
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6.2.

6.3.

Reconfiguración del Juicio verbal: celebración de la vista bajo exclusiva
discrecionalidad judicial y (posible) sentencia oral

Sin perjuicio de la reformulación del juicio verbal operada por el reciente Real
Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes
para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia en materia
de servicio público de justicia, función pública, régimen local y mecenazgo, la nueva
legislación viene (ahora) a colmar dos extremos que habían sido ideados en la con-
fección originaria de la (gran reforma) del juicio verbal —en aquella malograda tri-
logía (eficiencia organizativa, procesal y digital): de un lado, la celebración de la
vista bajo la exclusiva discrecionalidad judicial y de otro, la posibilidad de dictar
sentencia oral. Veamos cada uno de ellos:

(i.1) Celebración de la vista del juicio verbal bajo la exclusiva discreciona-
lidad judicial. Con el objeto de evitar vistas innecesarias que retrasen (injustifi-
cadamente) el trayecto procedimental (que procura así agilizarse) del juicio ver-
bal: se incorpora la posibilidad de que el/la juez/a, a la vista de las peticiones
en materia de prueba de las partes, pueda decidir que no haya lugar a la cele-
bración del acto de la vista aun cuando las partes la hayan solicitado.

(i.2) (Posible) sentencia oral del juicio verbal: Así, salvo en los procedi-
mientos en los que no intervenga abogado (por no ser exigible legalmente la
capacidad de postulación), podrán dictarse sentencias oralmente en el ámbito
del juicio verbal, con expresión de las pretensiones de las partes, las pruebas
propuestas y practicadas y, en su caso, de los hechos probados a resultas de las
mismas, haciendo constar las razones y fundamentos legales del fallo que haya
de dictarse, con expresión concreta de las normas jurídicas aplicables al caso.
Esta sentencia se dictará al concluir el mismo acto de la vista en presencia de
las partes, sin perjuicio de su ulterior redacción por el/la juez/a o el/la magis-
trado/a. Se expresará si la sentencia es o no firme, indicando, en este caso, los
recursos que procedan, órgano ante el cual deben interponerse y plazo para ello.
Estas sentencias orales quedarán grabadas en el soporte audiovisual del acto, y
se documentarán posteriormente.

Costas procesales

En materia de costas, deben destacarse como principales ejes de cambio pro-
vocados por la nueva legislación, los tres siguientes:

1) Supresión de la condena en costas en el incidente de impugnación de
tasación de costas por excesivas, con la sola excepción de los casos de abuso
de la Justicia como servicio público.

Así, en los casos de impugnación de la tasación por considerar excesivos los
honorarios de los abogados o las abogadas: si esta impugnación fuere totalmente
desestimada, se impondrán las costas del incidente a la parte impugnante si
hubiera obrado con abuso del servicio público de Justicia, o al profesional que
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6.4.

impugnó la tasación para que se incluyeran gastos que consideraba debida-
mente justificados o reclamados.

Si fuere total o parcialmente estimada, se impondrán, también en el caso de
que hubiera obrado con abuso del servicio público de Justicia, al perito o la parte
a la que defienda el abogado o abogada cuyos honorarios se hubieran conside-
rado excesivos o indebidos.

2) Imposición de costas a la parte vencedora (o modulación de las corres-
pondientes a la vencida) cuando no hubiere atendido a la propuesta del MASC
ofertado con similar sentido al contenido de la sentencia.

La parte condenada al pago de las costas podrá solicitar la exoneración de
su pago o la moderación de su cuantía cuando hubiera formulado una propuesta
a la parte contraria en cualquiera de los medios adecuados de solución de con-
troversias al que hubieran acudido, la misma no hubiera sido aceptada por la
parte requerida y la resolución judicial que ponga término al procedimiento sea
sustancialmente coincidente con el contenido de dicha propuesta.

3) Multa por mala fe procesal o abuso del servicio público de Justicia.
Si los tribunales estimaren que alguna de las partes ha actuado conculcando

las reglas de la buena fe procesal o con abuso del servicio público de Justicia,
podrán imponerle, en pieza separada, mediante acuerdo motivado y respetando
el principio de proporcionalidad, una multa que podrá oscilar de ciento ochenta
a seis mil euros, sin que en ningún caso pueda superar la tercera parte de la
cuantía del litigio.

Ejecución civil

La reforma impacta de forma (ciertamente) contundente en la ejecución civil.
Las principales novedades son las siguientes:

1) Posibilidad de provocar la suspensión de la ejecución para acudir a
mediación u otro de los medios adecuados de solución de controversias, lo que
comporta un doble efecto positivo: evita, de un lado, que se sucedan una mul-
titud de trámites; y promueve, de otro, el puntual cumplimiento voluntario de
lo acordado fruto del acuerdo.

2) Perfeccionamiento de la regulación de subasta judicial electrónica con
novedades tales como estas: el inicio del cómputo de los plazos para pago del
resto del precio y traslado para mejora de postura, cuando no cubra los porcen-
tajes mínimos, se producirá automáticamente desde la fecha de cierre de la
subasta; el demandado —al acordarse la subasta— habrá de quedar debida-
mente informado, advirtiéndole de que el inicio de la subasta y su resultado no
va a serle notificado personalmente, sino que será facilitado por el Portal,
teniendo la posibilidad de registrarse como usuario y utilizar su sistema de aler-
tas; la obligación de realizar a la persona demandada no personada un intento
de notificación personal del decreto convocando subasta, al objeto de reforzar
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1.

(1)  
(2)  

(3)  

BOE núm. 3, de 3 enero 2025.
V. Disposición final trigésima octava con la entrada en vigor y Disposición derogatoria
única LOMESPJ.
Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes
para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia en materia de
servicio público de justicia, función pública, régimen local y mecenazgo (BOE núm.303,
de 20 diciembre 2023).

2.

2.1.

INTRODUCCIÓN

La Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del
Servicio Público de Justicia (1), modifica en su Título I aspectos de la regulación de
las actuaciones judiciales en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial
(LOPJ) con el fin de adaptarla a las normas reguladoras de la digitalización de la
Administración de Justicia.

Por otro lado, el Título II de la Ley Orgánica 1/2025 regula medidas en materia
de eficiencia procesal del Servicio Público de Justicia que también incluyen aspectos
relativos a la digitalización.

En las siguientes páginas, expondremos las modificaciones normativas vincula-
das a la digitalización de la Justicia en ambos Títulos de la Ley Orgánica 1/2025, así
como las contenidas en algunas de sus Disposiciones adicionales, transitorias y
finales (2), las cuales se sitúan en la línea de las medidas de eficiencia digital incor-
poradas a nuestro ordenamiento en 2023 (3) en ejecución del Plan Estratégico «Jus-
ticia 2030».

DIGITALIZACIÓN EN LA LOPJ

Identificación de intervinientes en videoconferencias o sistemas similares

Entre las modificaciones de la LO 1/2025 que responden a la necesidad de
actualizar el texto de la LOPJ a la nueva realidad digital y organizativa regulada en
el Real Decreto-ley 6/2023 se encuentra el art. 229.3 LOPJ que ya regulaba las
actuaciones realizadas a través de videoconferencia cuando lo acordara el juez o
tribunal y ahora establece que las mismas serán conformes no con lo que acuerde
el juez o tribunal sino con lo que dispongan las leyes procesales y la ley que regule
el uso de las tecnologías en la Administración de Justicia. El precepto también se
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(4)  

(5)  
(6)  

Enmienda núm. 239 del Grupo Parlamentario Socialista, Enmiendas e índice de Enmiendas
al articulado presentada en relación con el Proyecto de Ley Orgánica de medidas en materia
de eficiencia del Servicio Público de Justicia y de acciones colectivas para la protección y
defensa de los derechos e intereses de los consumidores y usuarios, Boletín Oficial de las
Cortes, Generales, Congreso de los Diputados, núm. 16-3, de 9 agosto 2024, pp.231 y 232.
Enmienda núm. 244 del Grupo Parlamentario Socialista, op. y loc. cit., p. 236.
El nuevo art. 439 sexies 1 LOPJ introduce la Oficina fiscal que es la organización de carácter
instrumental que sirve de soporte y apoyo a la actividad del Ministerio Fiscal. Esta Oficina
fiscal será homogénea en todo el territorio del Estado, estará basada en los principios de
jerarquía, división de funciones y coordinación (art. 439 sexies 2) y funcionará con criterios
de agilidad, eficacia, eficiencia, racionalización del trabajo, responsabilidad por la gestión,

2.2.

2.3.

actualiza en relación a la acreditación de la identidad de las personas que interven-
gan a través de la videoconferencia disponiendo que podrá acreditarse por los
medios de identificación y firma electrónica que se determinen por la ley que regule
el uso de las tecnologías en la Administración de Justicia, respetándose lo estable-
cido en las leyes procesales (4), superando así la tradicional forma de identificación
ante el Letrado de la Administración de Justicia (LAJ).

Acceso a la información obrante en procedimientos judiciales

La Ley Orgánica 1/2025 modifica la regulación de la LOPJ sobre el modo de
facilitar información de las actuaciones procesales a los interesados que se venía
efectuando a través de la entrega de copias simples (art. 234.2 LOPJ).

La reforma establece que las partes y cualquier persona que acredite un interés
legítimo y directo tendrán derecho a acceder a la información existente en los pro-
cedimientos judiciales y a consultar, en la forma dispuesta en las leyes procesales
y, en su caso, en la ley que regule el uso de las tecnologías en la Administración de
Justicia, los escritos y documentos que consten en los autos, no declarados secretos
ni reservados. También tendrán derecho a que se les expidan los testimonios y cer-
tificados en los casos y a través del cauce establecido en las leyes procesales (art.
234.2 LOPJ).

Esta regulación incorpora a la LOPJ el acceso y consulta telemática del expe-
diente judicial electrónico, sin tener que duplicar su contenido emitiendo copia
simple, ajustando la norma a las posibilidades que ofrece la tecnología (5).

Cooperación entre Administraciones para la mejora continua de la Justicia

La Ley Orgánica 1/2025 introduce un Capítulo I del Título I del Libro V, integrado
por los artículos 434 bis y 434 ter, que regula la coordinación y cooperación entre
Administraciones con competencias en materia de Justicia para fijar estándares de
calidad homogéneos en todo el Estado que garanticen la mejora continua en la
Administración de Justicia (art. 434 bis). Se pretende articular estructuras para la
definición, ejecución y seguimiento de proyectos compartidos entre las distintas
Administraciones por medio de convenios u otros instrumentos legales de colabo-
ración y cooperación interadministrativa (art. 434 bis) (6).

Medidas de agilización digital
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(7)  

(8)  
(9)  

coordinación y cooperación entre Administraciones, de manera que los ciudadanos obten-
gan un servicio próximo y de calidad, con respeto a los principios recogidos en la Carta
de Derechos de los ciudadanos ante la Justicia (art. 439 sexies 3).
Comisión presidida por el representante del CGPJ y por el representante del Ministerio de
Justicia, por periodos anuales conforme a un turno rotatorio (art. 434 ter. 3).
V. Enmienda núm. 250 del Grupo Parlamentario Socialista, op. y loc.cit., pp.243-244.
Este capítulo tiene rango de ley ordinaria (Disposición final primera LOPJ modificada)

2.4.

El objetivo prioritario de la cooperación consiste en establecer los medios mate-
riales que permitan que el conjunto del procedimiento, las comunicaciones y actos
de impulso procesal puedan desarrollarse íntegramente en todas las lenguas oficiales
del Estado, garantizando así el respeto de los derechos lingüísticos de los ciudadanos
(art. 434 bis).

Además, para contribuir a la cogobernanza, se crea la «Comisión para la Calidad
del servicio público de Justicia» que elaborará un informe anual basado en datos
centrado en la eficiencia, la accesibilidad universal y la satisfacción de las personas
usuarias, en el que propondrá a las Administraciones competentes mejoras norma-
tivas o de funcionamiento y de acceso a la Justicia que estime pertinentes y también
fijará objetivos anuales y estándares comunes y homogéneos (art. 434 ter).

Esta Comisión desarrollará su trabajo en los ámbitos autonómico y estatal. El
apartado 3 del art. 434 ter especifica la composición de la Comisión estatal entre
cuyos integrantes destacamos a la persona que represente a la Secretaría General
del Comité técnico estatal de la Administración judicial electrónica (CTEAJE), junto
al resto de las personas componentes que representan a cada uno de los siguientes
organismos e instituciones: Ministerio de Justicia; Consejo General del Poder Judicial
(CGPJ); Cada una de las Comunidades Autónomas con competencias asumidas en
materia de Justicia; Fiscalía General del Estado; Secretaría General de la Adminis-
tración de Justicia; Consejo General de la Abogacía Española; Consejo General de
Procuradores de los Tribunales de España; Consejo General de Graduados Sociales
y, por último, Organizaciones sindicales más representativas del personal al servicio
de la Administración de Justicia, elegida por decisión mayoritaria entre ellas (7).

La incorporación de la persona que represente al CTEAJE en esta Comisión se ha
llevado a cabo en el trámite parlamentario (8) al considerar la relevancia del factor
tecnológico en la valoración de la calidad de la justicia y, en consecuencia, resultar
indispensable que haya una representación del órgano de cooperación en materia
de Administración judicial electrónica.

Disponibilidad municipal incierta de herramientas digitales

La Ley Orgánica 1/2025 introduce un Capítulo IV en el Título I del Libro V que
regula las Oficinas de Justicia en los municipios, integrado por los artículos 439 ter,
439 quater y 439 quinquies (9).

Estas Oficinas se constituyen en el ámbito de la organización de la Administra-
ción de Justicia, al margen de la estructura de la Oficina judicial, para la prestación
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(10)  La implantación de estas Oficinas precisa de desarrollo reglamentario por lo que la Dis-
posición final trigésima quinta establece que el Gobierno, en el plazo de seis meses a partir
de la entrada en vigor de la ley, deberá aprobar las modificaciones reglamentarias nece-
sarias para la efectiva implantación de los Tribunales de Instancia, Oficinas Judiciales y
Oficinas de Justicia en los municipios, en particular aquellas orientadas a facilitar el desa-
rrollo del nuevo modelo organizativo y los procesos de acoplamiento de todo el personal.

de servicios a la ciudadanía de los municipios donde no tenga su sede un Tribunal
de Instancia (art. 439 ter 1) (10).

Los servicios que comenzarán prestando son los siguientes: a) La asistencia al
Juez de Paz del municipio en el ejercicio de las funciones que tenga atribuidas
legalmente; b) La práctica de los actos de comunicación procesal con quienes resi-
dan en el municipio, siempre que los mismos no se hayan podido practicar por
medios electrónicos; c) Los que, en su calidad de oficinas colaboradoras del Registro
Civil, se establezcan en la ley o por vía reglamentaria (art. art. 439 quater 1). Y,
cuando el desarrollo de las herramientas informáticas y los medios materiales e ins-
trumentales lo permitan, también prestarán los siguientes: a) La práctica de actua-
ciones procesales con residentes o personas que desarrollen su profesión o trabajo
en el municipio, que deban llevarse a cabo mediante videoconferencia u otros sis-
temas de telepresencia incluida la intervención en actos de conciliación y derivados
de expedientes de jurisdicción voluntaria; b) La recepción de las solicitudes de
reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita y su remisión a los Cole-
gios de la Abogacía encargados de su tramitación, así como las restantes actuaciones
que puedan servir de apoyo a la gestión de estas solicitudes y su comunicación a
los interesados; c) Las solicitudes o gestión de peticiones de la ciudadanía, dirigidas
a las Gerencias Territoriales del Ministerio de Justicia u órganos equivalentes en
aquellas Comunidades que tienen asumidas competencias en materia de Justicia; d)
La colaboración con las unidades de medios adecuados de solución de controversias
(MASC) existentes en su ámbito territorial, en coordinación con la Administración
prestacional competente; e) La colaboración con las Administraciones públicas
competentes para que se facilite a quienes no estén integrados en las relaciones de
puestos de trabajo de dichas Oficinas, el desempeño ocasional de su actividad labo-
ral en estas instalaciones, comunicando telemáticamente con sus respectivos pues-
tos; f) Aquellos otros servicios que figuren en convenios de colaboración entre dife-
rentes Administraciones Públicas (art. 439 quater 2).

Tal y como hemos señalado, las Oficinas de Justicia no prestan sus servicios en
los municipios donde tenga su sede un Tribunal de Instancia de modo que se crea
una desigualdad entre la ciudadanía que puede acceder a estos servicios y la que
no puede al residir en un municipio en el que se encuentre constituido un Tribunal
de Instancia.

Precisamente para garantizar la igualdad de la ciudadanía con independencia
del lugar de residencia y permitir el acceso a los servicios administrativos relacio-
nados con la Administración de Justicia se regula que en los municipios en que no
proceda la constitución de una Oficina de Justicia por ser sede de un Tribunal de
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(11)  
(12)  

(13)  

V. Enmienda núm. 251 del Grupo Parlamentario Socialista, op. y loc.cit., p.245.
La Disposición transitoria quinta regula, por otro lado, la simultaneidad de implantación
entre los Tribunales de Instancia y la Oficina judicial. Sin embargo, también dispone que
la Conferencia Sectorial de Administración de Justicia podrá aprobar, a propuesta de
alguno de sus miembros, una fecha diferente para el establecimiento de alguna de las
Oficinas Judiciales si, a la fecha prevista de constitución de los respectivos tribunales de
instancia concurren circunstancias excepcionales relativas a las infraestructuras o los
medios tecnológicos que lo justifiquen. En tales circunstancias, el acuerdo adoptado por
la Conferencia Sectorial de Administración de Justicia deberá ser aprobado con el voto
afirmativo de, al menos, las cuatro quintas partes de las Administraciones públicas repre-
sentadas en ella. En todos estos casos, y hasta la definitiva implantación de las oficinas
judiciales en los territorios que se señalen, seguirá vigente el régimen de organización
anterior a la promulgación de la ley orgánica.
En la Enmienda núm. 282 del Grupo Parlamentario Socialista, op. y loc.cit., pp.274-275,
se acepta la fijación de fechas determinadas en lugar de periodos de tiempo frente al criterio
de otros grupos parlamentarios.

Instancia, la Oficina judicial podrá prestar los servicios administrativos relacionados
con la Administración de Justicia previstos en el artículo 439 quater (nuevo apartado
5 del art. 435 LOPJ), a través de sus unidades (por ejemplo, las solicitudes dirigidas
a las Gerencias Territoriales para la expedición de certificados) (11).

La implantación de las Oficinas de Justicia en los municipios se regula en la
Disposición transitoria sexta conforme a la que, en la fecha de constitución prevista
para cada Tribunal de Instancia en los términos y orden temporal definidos en la
Disposición transitoria primera de la Ley (12) que señala tres fechas escalonadas para
la constitución de cada Tribunal de Instancia (día 1 de julio de 2025, día 1 de octubre
de 2025 y día 31 de julio de 2025), los Juzgados de Paz se transformarán en Oficinas
de Justicia en los municipios (13). Cuando estuvieren constituidas agrupaciones de
secretarías de juzgados de paz, estas se transformarán en agrupaciones de Oficinas
de Justicia en los municipios (art. 439 quinquies 3).

Las instalaciones y medios instrumentales de estas Oficinas estarán a cargo del
Ayuntamiento respectivo, salvo cuando fuere conveniente su gestión total o parcial
por el Ministerio de Justicia o la Comunidad Autónoma con competencias asumidas
en materia de Justicia. Los sistemas y equipos informáticos de las Oficinas serán
facilitados por el Ministerio de Justicia o la comunidad autónoma respectiva en los
casos que tengan asumidas las competencias en materia de Justicia (art. 439 ter 3).

Los Presupuestos Generales del Estado establecerán un crédito para subvencio-
nar a los ayuntamientos por la atención de los conceptos regulados en este apartado
3 y, en su caso, del personal dependiente de este que preste servicio en estas Oficinas
de Justicia. La subvención se modulará en función del número de habitantes de
derecho del municipio. En las Comunidades Autónomas en las que se haya efec-
tuado el traspaso de funciones de la Administración del Estado en materia de pro-
visión de medios materiales y económicos para el funcionamiento de la Adminis-
tración de Justicia, dicha subvención se dotará y librará por la correspondiente
Comunidad autónoma a los ayuntamientos de su respectivo territorio (art. 439 ter
4).
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(14)  
(15)  

V. Enmienda núm. 349 del Grupo Parlamentario Socialista, op. y loc.cit., p.418.
V. Enmienda núm. 62, Grupo Parlamentario Plurinacional SUMAR, op. y loc.cit., pp.
64-65, que propuso una Disposición adicional nueva sobre funciones asignadas a los
cuerpos generales y especiales de la Administración de Justicia para que las funciones de
cada cuerpo recogidas en la LOPJ se correspondan con las que realmente se realizan en
el trabajo diario, evitando la concentración de funciones en un solo cuerpo (el de LAJ) que
hace materialmente imposible su realización. Destacamos entre las funciones señaladas:
A) En el Cuerpo de Gestión Procesal y Administrativa: 1) Expedir certificaciones, testimo-
nios y copias de soportes informáticos; 2) Anotación de las peticiones de embargo por vía
telemática de cantidades de la AEAT así como saldos de las cuentas a la vista en entidades
bancarias, a través de la cuenta de depósitos y consignaciones; 3) En las oficinas del Regis-
tro Civil, expedir, bajo la supervisión del encargado, copias electrónicas de escritos y
documentos que consten en expedientes no declarados secretos ni reservados. B) En el
cuerpo de Gestión Procesal y Administrativa, en las oficinas del Registro Civil: 1) Firma
electrónica de las siguientes inscripciones: Inscripción de nacimientos en plazo y sin con-
troversia; Matrimonios religiosos y Matrimonios civiles en que se haya tramitado previa-
mente un expediente; Defunciones; Asientos complementarios que se practiquen en virtud
de resolución judicial o registral; Anotaciones de captura de antecedentes; 2) Distribución
y/o reasignación de los expedientes que tengan entrada en DICIREG por Sede Electrónica
al personal de la Oficina. C) En el Cuerpo de Tramitación Procesal y Administrativa: 1)
Realizar consultas de las bases de datos y Punto Neutro Judicial; 2) Inscripciones en SIRAJ
y Registros Centrales; 3) Comunicación por vía telemática a la AEAT del pago de las tasas
judiciales; 4) Garantizar la autenticidad de lo grabado cuando en su presencia se utilicen
medios técnicos de grabación o reproducción; Práctica y documentación de todos los actos
de comunicación.

El régimen transitorio de las subvenciones a los ayuntamientos incluidas en los
Presupuestos Generales del Estado ya aprobados, destinadas a la atención de los
gastos de sostenimiento de los Juzgados de Paz (art. 52 de la Ley 38/1988, de 28 de
diciembre, de Demarcación y de Planta Judicial), se regula en la Disposición tran-
sitoria decimotercera (14) en los siguientes términos: a) mientras no se constituya la
Oficina de Justicia en el respectivo municipio, la subvención se aplicará a cada
ayuntamiento para contribuir a los gastos generados por el sostenimiento de los
medios materiales e instrumentales del respectivo Juzgado de Paz, modulándose en
función del número de habitantes de derecho del municipio; b) una vez constituida
la Oficina de Justicia, la subvención se aplicará a cada ayuntamiento, en los términos
del artículo 439 ter. 4 LOPJ; c) las cuantías anuales de las subvenciones para cada
ayuntamiento se aplicarán en cada caso proporcionalmente, en función de los res-
pectivos períodos de pervivencia de los Juzgados de Paz y de las Oficinas de Justicia
en los municipios una vez constituidas.

Por último, la Ley Orgánica 1/2025 modifica los arts. 476, 477 y 478 LOPJ para
acomodar a la prestación de servicios de las Oficinas de Justicia algunas de las fun-
ciones encomendadas al personal de la Administración de Justicia, parte de las cua-
les están relacionadas con la Administración Judicial electrónica, si bien se ha
optado por no determinar singularmente las correspondientes al Cuerpo de Gestión
Procesal y Administrativa, al cuerpo de Tramitación Procesal y Administrativa o al
Cuerpo de Auxilio Judicial (15).
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(16)  

(17)  

(18)  

En este sentido, V. Enmienda núm. 919, Grupo Parlamentario Popular, op. y loc.cit., p.
1383.
V. Enmienda núm. 265 del Grupo Parlamentario Socialista, op. y loc.cit., p.258. En el
mismo sentido, Enmienda núm. 391 del Grupo Parlamentario Junts per Catalunya, op. y
loc.cit., p.463; Enmienda núm. 506 del Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV), op, y
loc.cit., p. 628, con una extensa justificación fundamentada en el sistema francés de eje-
cución procesal de la figura del Huissier de justice; Enmienda núm. 837 del Grupo Parla-
mentario Republicano, op. y loc.cit., p.1276 y Enmienda núm. 930 de, Grupo Parlamen-
tario Popular, op. y loc.cit., p.1385. De particular interés es la justificación de la Enmienda
núm. 547 del Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV), op, y loc.cit., p. 665-667, sobre las
causas de la falta de eficiencia de nuestro proceso de ejecución y propuestas de soluciones.
Enmienda núm.548, Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV), op, y loc.cit., p. 669-670, con
la siguiente justificación: El sistema actual no permite otorgar facultades especiales al
poderdante demandante cuando se trata de un apoderamiento apud acta electrónico ante-
rior o simultáneo a la presentación de la demanda. Esta situación debe corregirse de manera

2.5.

Tampoco se ha incorporado al texto de la Ley Orgánica 1/2025 la obligación
del Ministerio de Justicia y de las Comunidades Autónomas con competencias trans-
feridas en materia de Justicia a impartir cursos de formación a todo el personal de
sus respectivos ámbitos en materia de violencia sobre la mujer; protección de datos
de carácter personal e implantación de nuevos sistemas de trabajo y nuevas tecno-
logías (16).

Ampliación de las funciones de la Procura

La Ley 1/2025 modifica el apartado 2 del artículo 543 LOPJ estableciendo que,
dentro de las limitaciones que las leyes dispongan, los Procuradores podrán realizar
los actos de comunicación a las partes del proceso, así como los actos de coopera-
ción, auxilio y colaboración con la Administración de Justicia. Por delegación del
juez, jueza o tribunal, podrán también realizar las actuaciones materiales propias
del proceso de ejecución en los términos establecidos legalmente que, en todo caso,
excluirán las ejecuciones hipotecarias de vivienda habitual, así como las derivadas
de procesos en materia de familia, las de desahucio por impago de rentas o canti-
dades debidas en viviendas habituales.

Esta modificación responde, por un lado, a la conveniencia de establecer en sede
de la LOPJ el marco de actuación de las funciones del Procurador como represen-
tante procesal y como cooperador y colaborador auxiliando a la Administración de
Justicia y los Tribunales; y, por otro, en la realización por parte de los Procuradores
de actividades materiales propias de la ejecución como desarrollo de sus funciones
de colaboración y auxilio, con el fin de lograr la plena eficacia del derecho a un
proceso equitativo y que este se desarrolle en un plazo razonable (17).

En relación al registro electrónico de apoderamientos judiciales apud acta se
propuso sin éxito, en el trámite parlamentario, que el sistema permitiera al usuario
el otorgamiento de un apoderamiento con la inclusión de las facultades propias del
poder especial y la exclusión de facultades propias del poder general sin referencia,
en ambos supuestos, a un procedimiento judicial concreto (18).
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 inmediata si este sistema adquiere preferencia, además de evitar, así, al usuario el otorga-
miento de dos apoderamientos para un procedimiento concreto. El general antes de pre-
sentar la demanda y el especial una vez puesto en marcha el litigio para el allanamiento
o transacción, por ejemplo.

2.6.

La Disposición final trigésima segunda de la Ley 1/2025, sobre el Estatuto Gene-
ral de los Procuradores de los Tribunales de España, establece que el Gobierno, en
el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta ley, procederá a adaptar el Real
Decreto 1281/2002, de 5 de diciembre, por el que se aprueba el Estatuto General
de los Procuradores de los Tribunales de España a las previsiones recogidas en la
presente norma.

Por último, la Ley Orgánica 1/2025 introduce una nueva Disposición Adicional
Undécima, sobre consentimiento informado para funciones atribuidas a profesio-
nales de la Procura, que dispone que el Ministerio de Justicia aprobará un formulario
que acredite el consentimiento informado de la parte representada para los actos de
comunicación, tareas de auxilio y cooperación con los tribunales y actividades
materiales del proceso de ejecución que sean expresamente encomendadas al pro-
fesional de la Procura, por delegación del juez, en su caso. El formulario deberá
precisar que la parte representada da su consentimiento a la realización de actua-
ciones por el Procurador a su costa y que, si no fueran realizadas por éstos, lo serían
por el Tribunal.

Creación de la Comisión de Supervisión y Control de Protección de Datos

La Ley Orgánica 1/2025 establece una nueva regulación relativa a la organiza-
ción interna del CGPJ como autoridad de control respecto del tratamiento de datos
personales con fines jurisdiccionales para lo cual introduce un Capítulo nuevo VIII
en el Título IV del Libro VIII que regula la Comisión de Supervisión y Control de
Protección de Datos integrado por el nuevo artículo 610 ter que dispone que corres-
ponderá a la Comisión de Supervisión y Control de Protección de Datos el ejercicio
de las funciones previstas en el artículo 236 octies en relación con los tratamientos
de datos personales con fines jurisdiccionales realizados por tribunales.

También se modifica el art. 595.2 LOPJ para establecer que una de las Comi-
siones del CGPJ será la de Supervisión y Control de Protección de Datos. Las per-
sonas integrantes de esta Comisión serán elegidas por el Pleno del CGPJ de entre sus
Vocales por un mandato de cinco años y designará, entre ellas, a la Presidencia (art.
610 ter 1).

En el ejercicio de sus funciones la Comisión contará con el apoyo y la asistencia
de la Dirección de Supervisión y Control de Protección de Datos, de acuerdo con
lo previsto en el artículo 620 bis.

La Ley Orgánica 1/2025 incluye una nueva sección 7.ª en el Capítulo II del Título
V del Libro VIII sobre esta Dirección con un nuevo artículo 620 bis en el que, entre
otras cuestiones, se dispone que el CGPJ velará porque la Dirección de Supervisión
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(19)  

(20)  

Enmienda núm. 284 del Grupo Parlamentario Socialista, op. y loc.cit., p. 276, de adición
de esta Disposición justificada en la necesidad de determinar el momento en que serán de
aplicación los artículos que regulan la Comisión de Supervisión y Control de Protección
de Datos y la Dirección de Supervisión y Control de Protección de Datos del CGPJ.
Real Decreto de 14 de septiembre de 1882 por el que se aprueba la Ley de Enjuiciamiento
Criminal (LECrim), Gaceta de Madrid núm. 260, de 17 septiembre 1882.

3.

3.1.

y Control de Protección de Datos cuente, en todo caso, con todos los medios per-
sonales y materiales necesarios para el adecuado ejercicio de sus funciones.

La Disposición transitoria decimoquinta regula la aplicación de estos artículos
relativos a la Comisión de Supervisión y Control de Protección de Datos y la Direc-
ción de Supervisión y Control de Protección de Datos del CGPJ, estableciendo que
los artículos 236 nonies, 595, 610 ter y 620 bis LOPJ no serán de aplicación hasta
la constitución del primer CGPJ que lo haga tras la entrada en vigor de la ley orgá-
nica (19).

Finalmente, la Ley Orgánica 1/2025 también modifica, en esta materia, el art.
20. 4 de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgánico
del Ministerio Fiscal, disponiendo que en la Fiscalía General del Estado existirá la
Unidad de Protección de Datos que ejercerá las competencias y facultades estable-
cidas en el art. 236 octies LOPJ.

DIGITALIZACIÓN EN LEYES PROCESALES

Ley de Enjuiciamiento Criminal y Ley de Responsabilidad Penal de Menores

La Ley Orgánica 1/2025 modifica el art. 266 LECrim (20) estableciendo que no se
podrán denunciar por vía telemática aquellos hechos que se hayan producido con
violencia o intimidación, ni si tienen autor conocido, ni si existen testigos, ni si el
denunciante es menor de edad, ni si se ha cometido delito flagrante, ni aquellos
hechos de naturaleza violenta o sexual.

El art. 512 LECrim también es modificado estableciendo que, si el presunto reo
no fuere habido en su domicilio y se ignorase su paradero, se acordará que sea
buscado por requisitorias que se enviarán al Sistema de Registros Administrativos de
Apoyo a la Administración de Justicia (SIRAJ) y se publicarán en el Tablón Edictal
Judicial Único, dando las órdenes oportunas a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad
del Estado y a los Cuerpos de Policía Autonómica de aquellas Comunidades Autó-
nomas con competencias en materia de seguridad pública. En todo caso, el SIRAJ
compartirá la información para su publicación en el Tablón Edictal Judicial Único,
garantizándose la interoperabilidad entre ambas plataformas.

En el art. 771. 1ª LECrim, la Ley Orgánica 1/2025 introduce un párrafo segundo
en relación a una de las diligencias que debe practicar la Policía Judicial disponiendo
que informará a la persona ofendida o perjudicada de que puede optar por relacio-
narse con la Administración de Justicia por los medios electrónicos, informáticos y
similares del art. 162 LEC, recabando y consignando sucintamente su respuesta.
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(21)  

(22)  

(23)  
(24)  

La justificación de esta Enmienda exponía que el juicio con sistema telemático en la juris-
dicción penal requiere de ciertas especialidades, en relación con la jurisdicción civil (V.
Enmienda núm. 541, Grupo Parlamentario Vasco [EAJ-PNV], op. y loc.cit., pp.661-662).
La Enmienda defendía que una justicia digital no es una justicia a distancia, y criticaba que
se pretende extender las medidas introducidas en el estado de alarma acordado durante la
pandemia para implantar una justicia a distancia, alterando con ello principios procesales
consagrados constitucionalmente como son los principios de oralidad y de inmediación.
La comparecencia personal debe erigirse en regla general, y la comparecencia telemática
en la excepción, siempre que haya razones que lo justifiquen y el Tribunal o juez lo autorice
expresamente (Enmienda núm. 531, Grupo Parlamentario Vasco [EAJ-PNV], op. y loc.cit.,
pp. 651-652).
BOE núm. 11, de 13 enero 2000.
V. Enmienda núm. 307, Grupo Parlamentario Socialista, op. y loc.cit., pp.303-304, justi-
ficada en una mayor protección a las víctimas evitando victimización secundaria y en
coherencia con la enmienda de la Disposición adicional novena, Justicia Restaurativa.
Aplicación del régimen general contenido en el artículo 258 bis LECrim. Aunque la LECrim
es de aplicación supletoria (Disposición Final primera LO 5/2000) se entiende que esta
adición al artículo 4 supone una mayor seguridad jurídica.

Por otro lado, algunas de las modificaciones de la LECrim que se propusieron en
el trámite parlamentario de la LO 1/2025 y que no fueron incorporadas afectan a la
digitalización de las actuaciones procesales penales y, por su relevancia, las seña-
lamos a continuación: 1) Se añadía un nuevo apartado 3 a la Disposición adicional
octava en el que se regulaban las siguientes garantías de las actuaciones por video-
conferencia: a) la persona investigada o acusada, mientras no preste declaración,
deberá contar con la posibilidad de mantener contacto permanente y reservado con
su abogado por vía telemática; b) las declaraciones de testigos y peritos deberán
prestarse en la sede judicial de su domicilio, con la presencia de funcionario público
que garantice la identidad, la integridad de la declaración y las prevenciones del
artículo 704 LECrim (21); 2) Se modificaba el apartado 1 del artículo 258 bis, añadido
por el Real Decreto-ley 6/2023, regulando la celebración de actos procesales pre-
ferentemente mediante comparecencia personal para salvaguardar los principios de
oralidad e inmediación ya que la convicción judicial penal requiere garantizar al
máximo el contacto directo con las fuentes de prueba (22).

En cuanto a la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la respon-
sabilidad penal de los menores (LORPM) (23), la Ley Orgánica 1/2025 modifica el art.
4 relativo a los derechos de las víctimas y de las personas perjudicadas, estable-
ciendo que se garantizará especialmente que las declaraciones o interrogatorios de
las partes acusadoras, testigos o peritos se realicen de forma telemática en los
siguientes supuestos, salvo que el Juez, Tribunal o Ministerio Fiscal, mediante reso-
lución motivada, en atención a las circunstancias del caso concreto, estime nece-
saria su presencia física: a) Cuando sean víctimas de violencia de género, de vio-
lencia sexual, de trata de seres humanos o b) Cuando sean víctimas menores de edad
o con discapacidad. Todas ellas podrán intervenir desde los lugares donde se
encuentren recibiendo oficialmente asistencia, atención, asesoramiento o protec-
ción, o desde cualquier otro lugar, siempre que dispongan de medios suficientes
para asegurar su identidad y las adecuadas condiciones de la intervención (24).
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(25)  

(26)  
(27)  

Será crucial la puesta en marcha de la tecnología necesaria para llevar a cabo la prueba
preconstituida a infancia y adolescencia víctima o testigo, establecida en la Ley Orgánica
8/2021 de 4 de junio, de Protección a la Infancia y Adolescencia, a través de la reforma
de la LECrim (Enmienda núm. 425, Grupo Parlamentario Euskal Herria Bildu, op. y loc.cit.,
pp.489-490).
BOE núm. 7, de 08 enero 2000.
Esta regulación se incorporó en el trámite parlamentario debido a que no parece razonable
que, con el mero intento de comunicación del primer emplazamiento a través de medios
electrónicos, y por el solo hecho de no quedar recogida la notificación en el breve plazo
de tres días, pueda entenderse como cumplido el deber de notificación, pudiendo enviar
a continuación la comunicación directamente al Tablón Edictal. La norma procesal, en
beneficio del demandante y de la agilidad del proceso, debe asegurar que las comunica-
ciones lleguen eficazmente a sus destinatarios y, por lo tanto, es esencial ofrecer la posi-
bilidad de utilizar los medios del artículo 161 de la LECiv, permitiéndose un segundo
intento domiciliario si la notificación electrónica resultara infructuosa de inicio. Además,
la redacción propuesta en el proyecto de ley podría conculcar la jurisprudencia consoli-
dada del Tribunal Constitucional "en relación con la garantía de emplazamiento personal
del demandado o ejecutado en los procesos regidos en esta materia por la LECiv (directa
o supletoriamente), como primera comunicación con el órgano judicial competente, sin
que pueda ser sustituida por una comunicación electrónica", como puede ser el caso de
la efectuada a través de la dirección electrónica habilitada (Enmienda núm. 555 del Grupo
Parlamentario Vasco [EAJ-PNV], op. y loc.cit., pp.675-676).

3.2.

También se modifica el art. 23. 4 LORPM estableciendo que el Ministerio Fiscal,
de oficio o a petición de cualquiera de las partes personadas, instará al Juzgado de
menores, la práctica de la declaración de la víctima o de un cualquier otro testigo,
con las garantías de la prueba preconstituida, de conformidad con lo dispuesto en
la LECrim, asegurando en todo caso el principio de contradicción cuando concurran
alguno de los supuestos siguientes: a) Cuando exista riesgo de imposibilidad de
concurrir al juicio oral; b) Cuando se trate de una persona especialmente vulnerable.
En todo caso, tendrá esa consideración toda persona menor de catorce años o per-
sona con discapacidad necesitada de especial protección (25).

Ley de Enjuiciamiento Civil

La Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (26) (LECiv) ha sido modi-
ficada por la Ley 1/2025 en el art. 155.1, relativo a los actos de comunicación elec-
trónica con la parte no personada, relegando a una tercera opción la publicación en
el Tablón Edictal Judicial Único en lugar de la segunda que ocupaba en el texto
derogado de modo que, si el acto de comunicación electrónico entre la parte y la
Administración de Justicia tuviese por objeto el primer emplazamiento o citación, o
la realización o intervención personal de las partes en determinadas actuaciones
procesales, y transcurrieran tres días sin que el destinatario acceda a su contenido,
se procederá a la comunicación domiciliaria mediante entrega al destinatario en los
términos del artículo 161. Si esta segunda comunicación resultara infructuosa, se
procederá a su publicación en el Tablón Edictal Judicial Único conforme a lo dis-
puesto en el artículo 164 LECiv (art. 155.2 LECiv) (27).
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(28)  

(29)  

La LECiv regula como una carga del demandante la indicación de todos los datos del
demandado que puedan ser de utilidad para su localización en el artículo 155.2 LECiv.
Por tanto, y para poder hacer efectivo el cumplimiento de dicha carga, varios Grupos Par-
lamentarios propusieron, en el trámite parlamentario, que se regulara que en aquellos casos
en los que no se pueda realizar la notificación en el domicilio designado por la parte y
dicha notificación haya sido asumida por el Procurador, éste pueda acceder al Punto Neu-
tro Judicial para investigarlo y realizarla, así como al Registro de Rebeldes Civiles para
comprobar si el demandado está inscrito en el mismo. También se establecían los medios
de control suficientes para acceder adecuadamente y con todas las garantías al Punto
Neutro Judicial, incluyendo la exigencia de responsabilidad tanto pecuniaria como disci-
plinaria, en caso de incumplimiento de las directrices del LAJ habilitante. Se trataba de
medidas que redundan en la agilización y eficiencia del proceso (V. Enmienda núm. 834,
Grupo Parlamentario Republicano, op. y loc.cit., pp. 1273-1274; Enmienda núm. 556, del
Grupo Parlamentario Vasco [EAJ-PNV], op. y loc.cit., p.676 y Enmienda núm. 372, Grupo
Parlamentario Junts per Catalunya, op. y loc. cit., pp.443-444).
V. Enmienda núm. 566, Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV), op. y loc.cit., pp. 683-684,
que propuso modificar el texto adecuándolo al Reglamento 910/2014, de 23 de julio de
2014, relativo a la identificación electrónica y los servicios de confianza para las transac-
ciones electrónicas en el mercado interior, pero se mantiene lo que dice la LOPJ sobre el
marco normativo.

El art. 156. 1 LECiv, relativo a la imposibilidad del demandante de determinar
el domicilio del demandado, se modifica para referirse a «la averiguación necesaria»
del domicilio del demandado en lugar de a la averiguación a «efectos de su perso-
nación», manteniéndose la competencia del LAJ en el uso de los medios oportunos
para averiguar esas circunstancias, pudiendo dirigirse, en su caso, a los Registros,
organismos, Colegios profesionales, entidades y empresas a que se refiere el apar-
tado 3 del artículo 155 LECiv, y rechazando la propuesta de habilitar al Procurador
para realizar la averiguación del domicilio en los casos en que haya asumido la
notificación a la parte no personada (28).

También la Ley Orgánica 1/2025 modifica el art. 163 disponiendo que en las
poblaciones donde esté establecido, el Servicio Común Procesal de Actos de Comu-
nicación practicará los actos de comunicación que hayan de realizarse por la Ofi-
cina judicial, «salvo cuando corresponda realizarlos al Procurador en los supuestos
y con los límites previstos por la ley», sustituyendo a «excepto los que resulten
encomendados al Procurador por haberlo solicitado así la parte a la que represente».

El art. 273 LECiv, relativo a la forma de presentación de los escritos y documen-
tos, es modificado por la Ley Orgánica 1/2025 en su apartado 4 para exigir que la
firma electrónica del escrito principal presentado por vía telemática o electrónica
deberá basarse en un certificado cualificado, manteniéndose el texto en la necesidad
de adaptarse a lo establecido en la ley reguladora del uso de las tecnologías en la
Administración de Justicia (29).

En cuanto a los documentos procesales que habrán de presentarse con la
demanda o la contestación, el art. 264. 1º LECiv se sigue refiriendo a la certificación
del Registro Electrónico de Apoderamientos Judiciales o referencia al número asig-
nado por dicho registro y no incluye, por tanto, la copia digital del poder notarial
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(30)  

(31)  

(32)  

El Grupo Parlamentario Junts per Catalunya propuso establecer esta compatibilización de
la acreditación documental del poder notarial como medida para evitar mayores costes
para los justiciables por cuanto les obliga a formalizar nuevamente un apoderamiento,
incrementando los costes de tiempo y dinero; y lo justifico porque la disparidad de criterios
de las Oficinas Judiciales está provocando numerosos archivos de acciones judiciales
debido a la falta de acreditación en el mencionado registro, incluso cuando se contaba con
un poder notarial válido y ampliamente utilizado hasta la fecha, lo que afecta la tutela
judicial efectiva (Enmienda núm. 376, Grupo Parlamentario Junts per Catalunya, op. y
loc.cit., pp. 447-448). Con la misma justificación, el Grupo Parlamentario Republicano
añade que esta situación genera una exigencia desigual y rigurosa de informatización para
los ciudadanos, especialmente considerando que las oficinas judiciales aún no han logrado
cumplir plenamente con los requisitos incorporados por el Real Decreto 6/2023 debido a
la falta de recursos técnicos, como por ejemplo, la implementación del emplazamiento
por carpeta ciudadana según lo establecido en el artículo 155 LECiv (Enmienda núm. 836,
Grupo Parlamentario Republicano, op. y loc.cit., pp. 1276-1277). Esta argumentación se
replica en la Enmienda del Grupo Parlamentario Republicano, en sede ejecutiva, en rela-
ción a los documentos que deben acompañar a la demanda, según el art. 550.1. 2º LECiv
en el que tampoco se reconoce la acreditación documental del poder notarial (Enmienda
núm. 843, Grupo Parlamentario Republicano, op. y loc.cit., pp. 1282-1283).
El Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV) se manifiesta en contra del uso de la videocon-
ferencia en este supuesto porque considera imprescindible que una actuación judicial
como la del interrogatorio ha de realizarse con todas las garantías respecto a: 1) la identidad
de la persona o personas que deban intervenir en la actuación; 2) la seguridad de que la
actuación se realiza sin injerencias, presencia o intervenciones de tercera personas que
puedan contaminar la diligencia; 3) la confidencialidad exigible a determinadas actuacio-
nes judiciales (Enmienda núm.567, Grupo Parlamentario Vasco [EAJ-PNV], op. y loc.cit.,
p.684).
La nueva redacción propuesta disponía que las partes, sus abogados y sus procuradores
podrán comparecer por videoconferencia o mediante la utilización de medios telemáticos
para la reproducción del sonido y, en su caso, de la imagen, con los requisitos establecidos
en el artículo 137 bis de esta ley, cuando así lo acuerde el tribunal de forma excepcional
a petición del sujeto interesado, por concurrir causa justificada que haga imposible o muy
dificultosa la presencia física de este en el acto. En tales casos, quien no comparezca pre-
sencialmente deberá hacer llegar a las demás partes y al tribunal al menos 24 horas antes
del inicio del acto aquellos escritos que quisiera presentar durante el desarrollo del mismo,
salvo razones de urgencia que deberá acreditar debidamente (Enmienda núm. 969, Grupo
Parlamentario Popular, op. y loc.cit., p. 1431).

tos Judiciales, en los términos propuestos por Enmiendas de Grupos Parlamenta-
rios (30).

Otras Enmiendas que tampoco han sido incorporadas, en el ámbito de la digi-
talización del proceso de declaración, se refieren a las siguientes propuestas: 1)
modificación del art. 311.1 LECiv, sobre interrogatorio en el domicilio, para suprimir
«y no dispusiese de los medios para hacerlo por videoconferencia» incorporado por
el RD 6/2023 (31); 2) modificación del art. 414.2 redactado conforme al RD 6/2023,
estableciendo el carácter extraordinario de la presencia telemática (32); 3) supresión
del requisito de la digitalización de la imagen según la normativa del CTEAJE, en el
caso de presentación de documentos públicos de soporte electrónico, dispuesto en
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Esta ilustrativa Guía para la aplicación práctica de la nueva LO 1/2025 realizada bajo la 
coral dirección de Sonia Calaza López e Ixusko Ordeñana Gezuraga ofrece una primera 
(y muy valiosa) exposición —a cargo de prestigiosos académicos y profesionales— de 
la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio 
Público de Justicia. 
La primera toma de contacto con una legislación tan disruptiva e innovadora como 
esta es mucho más confiable, segura (y hasta confortable) de la mano de los grandes 
expertos. 
Desde luego, gracias a productos como este, no acudiremos a ciegas, sino con 
profundo conocimiento, a la cita —fijada el próximo 3 de abril— con la eficiencia 
organizativa, procesal y digital de la Justicia del año 2025 en la que toda/os —
Académica/os, Magistrada/os, Fiscales, Letrada/os de la Administración de Justicia, 
Notaria/os, Registradora/es, Abogada/os, Procuradora/es, Graduada/os sociales y, por 
supuesto, justiciables— estamos comprometida/os.
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